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citado Reglamento General de 6 de octubre de 1995
y la disposición final primera de la Orden de 3 de abril
de 1995, acuerda dictar las siguientes instrucciones:

Primera.—Los Graduados Sociales que presten sus
servicios profesionales en gestiones de índole adminis-
trativa a una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfer-
medades Profesionales de la Seguridad Social deberán
solicitar autorización para su incorporación al Siste-
ma RED, regulado en la Orden de 3 de abril de 1995
y demás disposiciones complementarias, antes del 16
de mayo de 1998 y deberán hacer uso efectivo de la
misma antes del 1 de octubre de 1998.

Los Graduados Sociales que inicien la prestación de
los servicios profesionales a que se refiere el apartado
anterior con posterioridad al 16 de mayo de 1998 debe-
rán presentar la solicitud de autorización, para la incor-
poración y uso efectivo del Sistema RED, dentro de los
seis meses siguientes al inicio de dicha actividad pro-
fesional.

Segunda.—Los plazos fijados en la instrucción anterior
para la incorporación y el uso efectivo del Sistema RED,
cuando concurran circunstancias especiales debidamen-
te acreditadas, podrán ser prorrogados con carácter
excepcional por esta Dirección General.

Tercera.—La percepción de la contraprestación con-
sistente en el porcentaje de las cuotas de accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales pagadas por
las empresas asociadas a las Mutuas cuyas gestiones
realicen dichos Graduados Sociales, en la cuantía esta-
blecida en el apartado 2 de la disposición adicional vigé-
sima cuarta de la Orden de 18 de enero de 1995, por
la que se desarrollan las normas de cotización a la Segu-
ridad Social, Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y
Formación Profesional, contenidas en la Ley 41/1994,
de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Esta-
do para 1995, estará condicionada al cumplimiento de
los plazos que, para la incorporación y el uso del Siste-
ma RED, se señalan en las instrucciones anteriores.

La interrupción no justificada en la transmisión de
datos a través del Sistema RED con posterioridad a la
fecha de su uso efectivo supondrà, asimismo, la no per-
cepción de la contraprestación indicada.

Cuarta.—La Tesorería General de la Seguridad Social
facilitará a la Asociación de Mutuas de Accidentes de
Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad
Social la información necesaria para el cumplimiento de
lo dispuesto en esta Resolución, dando traslado de dicha
información, asimismo, a la Dirección General de Orde-
nación de la Seguridad Social a los efectos oportunos.

Quinta.—La presente Resolución entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».

Madrid, 15 de abril de 1998.—El Director general,
Julio Gómez-Pomar Rodríguez.

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

9645 RESOLUCIÓN de 22 de abril de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de gasolinas,
sin incluir impuestos, aplicables en el ámbito
de las ciudades de Ceuta y Melilla a partir
del día 25 de abril de 1998.

Por Orden de 27 de diciembre de 1996, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos

Económicos de 26 de diciembre de 1996, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
productos petrolíferos en el ámbito de las ciudades de
Ceuta y Melilla.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,
Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que

desde las cero horas del día 25 de abril de 1998 los
precios máximos, sin impuestos, en el ámbito de las
ciudades de Ceuta y Melilla de los productos que a con-
tinuación se relacionan serán los siguientes:

Precios máximos, sin impuestos, en pesetas/litro en
estación de servicio o aparato surtidor:

Gasolina I. O. 97 (súper) Gasolina I. O. 95 (sin plomo)

38,2 39,6

A los precios sin impuestos anteriores se les sumarán
los impuestos vigentes en cada momento.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 22 de abril de 1998.—El Director general,

Antonio Gomis Sáez.

9646 RESOLUCIÓN de 22 de abril de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de venta al
público de gasolinas, Impuesto General Indi-
recto Canario excluido, aplicables en el ámbito
de la Comunidad Autónoma de Canarias a
partir del día 25 de abril de 1998.

Por Orden de 28 de diciembre de 1994, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos de 28 de diciembre de 1994, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
productos petrolíferos en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Canarias.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,
Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que

desde las cero horas del día 25 de abril de 1998 los
precios máximos de venta al público en el ámbito de
la Comunidad Autónoma de Canarias de los productos
que a continuación se relacionan, Impuesto General Indi-
recto Canario excluido, serán los siguientes:

Precios máximos en pesetas/litro en estación de
servicio o aparato surtidor:

Gasolinas auto

I. O. 97 (súper) I. O. 92 (normal) I. O. 95 (sin plomo)

78,2 75,2 77,1

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 22 de abril de 1998.—El Director general,

Antonio Gomis Sáez.

9647 RESOLUCIÓN de 22 de abril de 1998, de la
Dirección General de la Energía, por la que
se publican los precios máximos de venta al
público de gasolinas, aplicables en el ámbito
de la península e islas Baleares a partir del
día 25 de abril de 1998.

Por Orden de 28 de diciembre de 1994, previo Acuer-
do de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos de 28 de diciembre de 1994, se aprobó
el sistema de precios máximos de venta al público de
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productos petrolíferos en el ámbito de la península e
islas Baleares.

En cumplimiento de lo dispuesto en dicha Orden,
Esta Dirección General de la Energía ha resuelto que

desde las cero horas del día 25 de abril de 1998 los
precios máximos de venta al público en el ámbito de
la península e islas Baleares de los productos que a
continuación se relacionan, impuestos incluidos, serán
los siguientes:

Precios máximos en pesetas/litro de gasolinas auto
en estación de servicio o aparato surtidor:

I. O. 97 (súper) I. O. 92 (normal) I. O. 95 (sin plomo)

118,2 114,7 113,5

El precio de las gasolinas auto para las representa-
ciones diplomáticas que, en régimen de reciprocidad,
tengan concedida la exención del Impuesto sobre Hidro-
carburos, será el que resulte de restar al precio aplicable
el tipo del citado Impuesto vigente en cada momento.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 22 de abril de 1998.—El Director general,

Antonio Gomis Sáez.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE MADRID

9648 LEY 17/1997, de 4 de julio, de Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber: Que la Asamblea de Madrid ha aprobado
la presente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I

Los espectáculos públicos y actividades recreativas,
las normas de seguridad que deben cumplir los esta-
blecimientos en los que se celebren y sus condiciones
de desarrollo se encuentran regulados en el Real Decre-
to 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públi-
cos y Actividades Recreativas.

La aplicación de este Reglamento ha puesto de mani-
fiesto notables lagunas y deficiencias, entre las que des-
taca el insuficiente rango normativo del régimen san-
cionador previsto en el mismo, destacado en numerosas
sentencias tanto del Tribunal Constitucional como del
Tribunal Supremo. Esta insuficiencia y la consiguiente
nulidad de las sanciones impuestas al amparo del Regla-
mento han determinado la imposibilidad de llevar a la
práctica muchas de las prescripciones del mismo.

Por otra parte, la realidad económica y social en la
que incide esta normativa se ha modificado profunda-
mente durante los últimos años generando una serie
de necesidades y exigencias, en muchas ocasiones con-
tradictorias, que reclaman una activa y decidida inter-
vención de los poderes públicos.

En este sentido, se aprecia un extraordinario e impa-
rable crecimiento del sector del ocio y del tiempo libre
que viene a satisfacer la demanda de actividades depor-

tivas, culturales, artísticas o meramente lúdicas que per-
mitan a la población una adecuada utilización del tiempo
libre, indispensable para la mejora de la calidad de vida.
Este sector tiene una indiscutible importancia económica
en el ámbito de la Comunidad de Madrid, como gene-
rador de empleo e inversiones, por lo que es necesario
proporcionarle un marco normativo adecuado que acabe
con la disparidad normativa y procedimental que actual-
mente existe en materia de autorizaciones y licencias
entre los distintos municipios madrileños, fomentando
su ordenado desarrollo.

Esta exigencia ha de conciliarse con otros derechos
e intereses de la ciudadanía de igual o superior rango
al derecho a una adecuada utilización del ocio y que,
por tanto, los poderes públicos han de tutelar. Sin duda,
la seguridad de los espectáculos y de los establecimien-
tos ocupa un lugar preferente entre las exigencias socia-
les, máxime en una región como Madrid que ha vivido
trágicos accidentes todavía frescos en la memoria colec-
tiva.

La protección de la infancia y de la juventud exige
el establecimiento de una serie de garantías que eviten
que las actividades lúdicas y de esparcimiento, impres-
cindibles para una adecuada formación y desarrollo de
la personalidad, se desvirtúen hasta convertirse en un
obstáculo para ese desarrollo e incluso en un peligro
para la salud y la seguridad de los niños y jóvenes.

Finalmente existen demandas sociales como la pro-
tección del medio ambiente entendido en el sentido más
amplio posible, la eliminación de trabas a los minus-
válidos, la protección de los espectadores o asistentes
a los espectáculos y actividades o el respeto hacia las
minorías que han de tener un adecuado tratamiento en
la normativa sobre espectáculos.

Este conglomerado de insuficiencias y exigencias
determina no ya la oportunidad sino la absoluta nece-
sidad de una Ley que dé adecuada satisfacción a los
problemas que se plantean en la actualidad y que asiente
unos principios que permitan hacer frente a los que gene-
re la evolución de la sociedad.

Por otro lado, el traspaso de funciones y servicios
de la Administración del Estado a la Comunidad de
Madrid en materia de espectáculos, operado por el Real
Decreto 2371/1994, de 9 de diciembre, impone la adap-
tación de la normativa en la materia a la estructura y
particularidades de la Administración de la Comunidad.

II

El artículo 26.22 del Estatuto de Autonomía de la
Comunidad de Madrid, en la redacción dada por la Ley
Orgánica 10/1994, de 10 de marzo, atribuye a la Comu-
nidad la plenitud de la función legislativa en materia
de espectáculos públicos. El mismo artículo atribuye a
la Comunidad la plenitud de la función legislativa en
materias como urbanismo (número 3), cultura (núme-
ro 15), turismo (número 16), deporte y ocio (número 17),
asistencia social (número 18), casino, juegos y apuestas
(número 20) y publicidad (número 28). Estos títulos com-
petenciales plenos, junto con otros de desarrollo legis-
lativo previstos en el artículo 27, como la sanidad e
higiene, la defensa de consumidores y usuarios o la pro-
tección del medio ambiente, habilitan la actuación legis-
lativa de la Comunidad de Madrid en la materia con
la extensión y profundidad precisas para dar satisfacción
a las necesidades expuestas.

III

La presente Ley tiene carácter global al ser de apli-
cación a todos los espectáculos públicos, actividades
recreativas y establecimientos en los que se celebren,


